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1. Real Decreto-Ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el Programa de 

Activación para el Empleo.- BOE 20 diciembre 2014 

Este Real Decreto se enmarca en el Acuerdo que firmaron, el 29 de julio de 2014, el 

Gobierno, las organizaciones empresariales CEOE y CEPYME y los sindicatos CCOO y 

UGT, donde adoptaron propuestas para la negociación tripartita para fortalecer el 

crecimiento económico y el empleo, y que recogía la voluntad de impulsar medidas en 

distintos ámbitos, desde un renovado protagonismo del diálogo social. Una de las iniciativas 

recogidas en el Acuerdo tripartito con carácter prioritario era el diseño, con la colaboración 

de las comunidades autónomas, de un programa de activación para el empleo con un 

contenido específico de orientación, formación, recualificación y/o reconocimiento de la 

experiencia laboral que, acompañado de una medida de protección, contribuyera a facilitar la 

reinserción laboral a los desempleados de larga duración con cargas familiares. 

En desarrollo de esta previsión, el 15 de diciembre de 2014, Gobierno e Interlocutores 

Sociales firmaron el Acuerdo sobre el Programa Extraordinario de Activación para el 

Empleo, destinado a mejorar la empleabilidad y dotar de nuevas oportunidades al citado 

colectivo de trabajadores desempleados, dadas sus mayores dificultades de colocación (de 

manera coherente, además, con las Recomendaciones específicas del Consejo de la Unión 

Europea de 8 de julio de 2014 relativas al Programa Nacional de Reformas de 2014 de 

España). 

En la Exposición de Motivos se señala que el programa pretende evitar el riesgo de 

permanencia en situación de desempleo de sus beneficiarios y contribuir a su activación e 

inserción eficaz en el mercado de trabajo, mientras se pone a su disposición una ayuda 

económica que permita afrontar una situación personal difícil en la transición de vuelta al 

entorno laboral. 

El real decreto-ley consta de nueve artículos, cuatro disposiciones adicionales y siete 

disposiciones finales. 

El artículo 1 se refiere al Programa de Activación para el Empleo como un programa 

específico y extraordinario de carácter temporal, dirigido a personas desempleadas de larga 

duración que cumplan con una serie de requisitos. Los beneficiarios del programa son 

personas con responsabilidades familiares que han estado vinculadas con el mercado laboral 

en el pasado y que son demandantes de empleo en la actualidad pero que, sin embargo, han 

quedado fuera del ámbito de la protección por desempleo hace al menos seis meses 

(desempleados de larga duración) y que tengan responsabilidades familiares. 

Los rasgos esenciales del Programa son los siguientes: 

-Los requisitos que deben cumplir los desempleados para acceder al programa (art. 2) 

se refieren a diversos aspectos: que hayan transcurrido al menos seis meses desde que los 

desempleados agotaran la Renta Activa de Inserción, el Programa Temporal de Protección e 

Inserción o el Programa de Recualificación Profesional de las Personas que Agoten su 

Protección por Desempleo; estar inscrito como demandante de empleo en el Servicio Público 

de Empleo competente a fecha 1 de diciembre de 2014 y la permanencia en dicha situación 

durante 360 días en los 18 meses inmediatamente anteriores; carecer del derecho a la 
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protección contributiva o asistencial por desempleo, o a la renta activa de inserción; carecer 

de rentas, de cualquier naturaleza, superiores en cómputo mensual al 75 por ciento del salario 

mínimo interprofesional; acreditar responsabilidades familiares; así como cumplir con 

determinadas obligaciones de activación. 

-Se reconoce (art. 6) a los Servicios Públicos de Empleo, con sus medios propios o 

con la colaboración público-privada, como los encargados de elaborar el itinerario individual 

y personalizado de empleo, asignar un tutor individual y, en definitiva, guiar a los 

beneficiarios en el proceso de retorno al empleo. 

-Los beneficiarios deberán cumplir con una serie de obligaciones de activación (art. 

3): suscribir un compromiso de actividad, acreditar acciones de búsqueda activa de empleo, y 

participar en las acciones de mejora de la empleabilidad y búsqueda activa de empleo 

previstas en el itinerario individual y personalizado de empleo. 

-De forma complementaria, el programa ofrece una ayuda económica de 

acompañamiento (art. 7) que tendrá una duración máxima de seis meses y su cuantía será 

igual al 80 por ciento del indicador público de rentas de efectos múltiples mensual vigente en 

cada momento. 

-Uno de los aspectos más novedosos de este programa es que los beneficiarios puedan 

compatibilizar un contrato por cuenta ajena, a tiempo completo o parcial y de duración 

indefinida o temporal, con la percepción de la ayuda de acompañamiento (art. 8). De esta 

manera, se permite la formalización de un contrato con una empresa privada y que el 

empresario descuente la cuantía de la ayuda económica del importe del salario que 

corresponda percibir al trabajador legal o convencionalmente, durante un máximo de cinco 

meses. 

Además, a esta contratación le serán de aplicación las bonificaciones o reducciones en 

las cuotas a la Seguridad Social que correspondan según la regulación vigente, si bien la 

cuantía de la ayuda económica a descontar del importe del salario en concurrencia con 

medidas de apoyo público distintas de las citadas bonificaciones o reducciones en las cuotas 

a la Seguridad Social, no podrá superar el 80 % del coste del salarial anual correspondiente al 

contrato que se hubiera formalizado, sin incluir las cuotas a la Seguridad Social. 

-En los artículos 4 y 5 se regulan los aspectos procedimentales tanto para incorporarse 

al programa como para que se tenga por producida una baja definitiva o temporal en dicho 

programa y en la percepción de la ayuda. Es especialmente relevante que para ser admitidos 

en el programa y obtener el reconocimiento de la ayuda económica de acompañamiento las 

personas desempleadas deban presentar la solicitud de incorporación al programa entre el 15 

de enero de 2015 y el 15 de abril de 2016. 

-La financiación de la ayuda económica se incluirá dentro de la acción protectora por 

desempleo y se realizará con cargo al presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal 

(art. 9). 
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En cuanto a las disposiciones adicionales recogidas en este real decreto-ley, cabe 

señalar que la Disp. Adic. Primera habilita al Servicio Público de Empleo Estatal a 

desarrollar el procedimiento de concesión y pago de las ayudas, así como a establecer los 

mecanismos necesarios de coordinación e intercambio de información con los Servicios 

Públicos de Empleo de las comunidades autónomas y las agencias de colocación cuando 

actúen en colaboración con aquellos. Al Servicio Público de Empleo Estatal le corresponde 

la gestión y el pago de la ayuda económica prevista en el programa de activación, y los 

Servicios Públicos de Empleo de las comunidades autónomas serán competentes para asignar 

el itinerario individual y personalizado de empleo y las acciones de mejora de la 

empleabilidad (Disp. Adic. Segunda). 

Las Disp. Finales segunda, tercera, cuarta y quinta llevan a cabo las siguientes 

modificaciones legislativas: 

-el apartado 2 de la Disp. Trans. octava de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas 

urgentes para la reforma del mercado laboral, ampliando hasta el 30-6-15 la posibilidad de 

concertar contratos para la formación y el aprendizaje cuando no exista título de formación 

profesional o certificado de profesionalidad relacionados con el trabajo efectivo a realizar, o 

centros formativos disponibles para su impartición. 

-se modifica el art. 2.1.b) del RD 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula 

el programa de Renta Activa de Inserción para desempleados con especiales necesidades 

económicas y dificultad para encontrar empleo, para incorporar obligaciones de búsqueda 

activa de empleo, aceptación de oferta de empleo adecuada, participación en acciones de 

empleabilidad y precisiones en cuanto a la salida al extranjero. 

-se modifican los arts. 32.1.c) y 33.2 del RD 625/1985, de 2 de abril, por el que se 

desarrolla la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de Protección por Desempleo, en lo relativo a la 

recaudación de prestaciones por desempleo indebidamente percibidas y al procedimiento 

para la exigencia de responsabilidad empresarial en caso de que el solicitante de la prestación 

por desempleo no figure dado de alta en la SS. 

-se supresión de la letra c) del apartado 4 y se modifica el apartado 5 del art. 21 bis de 

la Ley de Empleo (Ley 56/2003, de 16 de diciembre), en lo referente a la instrumentación de 

la colaboración de las agencias de colocación. 

La Disp. Adic. cuarta regula los supuestos de fuerza mayor en los que la TGSS puede 

reconocer a determinadas empresas, afectadas por una suspensión de contratos de trabajo o 

reducción de jornada, la exoneración del pago de hasta el cien por cien de la aportación 

empresarial prevista en el art. 214.2 LGSS con la finalidad de favorecer el mantenimiento del 

empleo. En estos casos, es imprescindible que las empresas asuman unos compromisos 

básicos vinculados a realizar la reinversión necesaria para el restablecimiento de las 

actividades afectadas por la causa de fuerza mayor y a mantener en el empleo al cien por cien 

de los trabajadores afectados por la suspensión de contrato o la reducción de jornada. La 

exoneración a las empresas del pago de las cuotas empresariales de la Seguridad Social 

tendrá una duración máxima de 12 meses destacando que, cuando dentro del plazo de 12 

meses se extinguiera algún contrato temporal por la expiración del plazo convenido o por la 

realización de la obra o servicio objeto del contrato, las empresas podrán seguir 



Revista de Derecho de la Seguridad Social. LABORUM nº2 

214 

beneficiándose de la exoneración por el tiempo que reste hasta los 12 meses siempre que 

suscriba con el trabajador afectado por la extinción un contrato por tiempo indefinido. La 

TGSS, previa solicitud de la empresa, podrá prorrogar por otros 12 meses la exoneración 

reconocida a las empresas siempre que resulte acreditado tanto que la empresa sigue 

cumpliendo los requisitos que determinaron el reconocimiento inicial de la exoneración, 

como que ha puesto en marcha los compromisos adquiridos en cuanto a la necesaria 

reinversión en la empresa y el mantenimiento en el empleo de los trabajadores afectados por 

la suspensión o reducción. 

2. Resolución de 15 de diciembre de 2014, de la Dirección General de Cartera Básica de 

Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia, por la que se procede a la 

actualización de la cuantía máxima correspondiente a los medicamentos pertenecientes 

a los grupos ATC de aportación reducida, y se actualizan los límites máximos de 

aportación mensual para las personas que ostenten la condición de asegurado como 

pensionistas de la Seguridad Social y sus beneficiarios en la prestación farmacéutica 

ambulatoria. BOE 23 diciembre 2014 

La Ley 29/2006, de 26 de julio, establece unos porcentajes de aportación sobre el 

precio de venta de los medicamentos, proporcionales al nivel de renta del usuario, entre el 

60% y el 10% con topes de aportación para determinadas categorías de medicamentos y de 

asegurados con la finalidad de garantizar la continuidad de los tratamientos de carácter 

crónico, y con exención de aportación para determinados tipos de usuarios y sus 

beneficiarios. Conforme a lo dispuesta en dicha Ley, a los medicamentos pertenecientes a los 

grupos ATC de aportación reducida les corresponde una aportación del 10% del PVP con 

una aportación máxima que se actualizará, de forma automática, cada mes de enero de 

acuerdo con la evolución del IPC. La actualización se formalizará mediante resolución de la 

unidad responsable de farmacia del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. 

Por otra parte, la Disp. Adic. sexagésima séptima de la Ley 17/2012, de 27 de 

diciembre, de PGE para el año 2013, establece que la actualización de los límites máximos 

de la cuantía de aportación mensual de los usuarios en la cartera común suplementaria del 

Sistema Nacional de Salud a la que se refiere el artículo 8 ter de la Ley 16/2003, de 28 de 

mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, se realice de forma automática, 

cada mes de enero en función del índice de precios al consumo de los doce meses anteriores. 

Mediante esta Resolución se procede a actualizar la aportación máxima aplicable para 

los medicamentos pertenecientes a los grupos ATC de aportación reducida, de acuerdo con la 

variación producida en el IPC en los doce meses anteriores, es decir, en el periodo 

comprendido entre diciembre de 2013 y noviembre de 2014 (quedando en 4,24 euros), y 

actualizar los límites máximos de aportación mensual para las personas que ostenten la 

condición de asegurado como pensionistas de la Seguridad Social y sus beneficiarios en la 

prestación farmacéutica ambulatoria, de acuerdo con el incremento producido en el IPC en el 

mismo periodo: 

a) Renta inferior a 18.000 euros: límite máximo de aportación mensual 8,23 euros. 

b) Renta igual o superior a 18.000 euros e inferior a 100.000: límite máximo de 

aportación mensual 18,52 euros. 
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c) Renta superior a 100.000 euros: límite máximo de aportación mensual 61,75 euros. 

3. Real Decreto 1084/2014, de 19 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 

67/2010, de 29 de enero, de adaptación de la legislación de Prevención de Riesgos 

Laborales a la Administración General del Estado.- BOE 24 de diciembre de 2014 

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, 

fundamentalmente a través de sus art. 31.1, 34.3 y 35.4, y la Disp. Adic. cuarta del RD 

39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de 

Prevención, previeron en su momento la necesidad de regular, a través de una normativa 

específica para las Administraciones Públicas, determinadas cuestiones tales como los 

derechos de participación y representación, la organización de los recursos necesarios para el 

desarrollo de las actividades preventivas, la definición de funciones y niveles de 

cualificación del personal que las lleve a cabo y el establecimiento de adecuados 

instrumentos de control que sustituyan a las obligaciones en materia de auditorías, contenidas 

en el capítulo V del citado RSP, que no son de aplicación a las Administraciones Públicas. 

Al cumplimiento de este mandato en la Administración General del Estado respondió 

inicialmente el RD 1488/1998, de 10 de julio, de adaptación de la legislación de prevención 

de riesgos laborales a la Administración General del Estado. Posteriormente, se aprobó el RD 

67/2010, de 29 de enero, de adaptación de la legislación de Prevención de Riesgos Laborales 

a la Administración General del Estado, que derogó el citado RD 1488/1998, introduciendo 

una importante actualización del mismo, motivada fundamentalmente por los cambios 

normativos producidos, tanto en materia de prevención de riesgos laborales como en materia 

de órganos de representación en las Administraciones Públicas. 

Se lleva a cabo ahora una modificación del RD 67/2010, de 29 de enero, motivada 

fundamentalmente por el contenido del Acuerdo de la Mesa General de Negociación de la 

Administración General del Estado, adoptado el 29 de octubre de 2012, sobre asignación de 

recursos y racionalización de las estructuras de negociación y participación, en lo que 

concierne a la elección y los créditos horarios asignables a los Delegados de Prevención, por 

un lado, y a la constitución de los Comités de Seguridad y Salud, por otro, que han de 

adaptarse, con las excepciones que se indican, a la nueva definición de «centro de trabajo», 

que se hace coincidente con las nuevas unidades electorales. Dicho Acuerdo de la Mesa 

General de Negociación de la Administración General del Estado, a su vez, trae causa de las 

previsiones del RD-ley 20/2012, de 23 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad 

presupuestaria y de fomento de la competitividad, cuyo artículo 10 remitió expresamente a 

las Mesas Generales de Negociación en cuanto a la posibilidad de llegar a acuerdos en esta 

materia, especialmente por lo que se refiere al ejercicio de las funciones de representación y 

negociación. 

Esta modificación, que afecta básicamente a los artículos 4, 5 y 6, se completa con 

otras propuestas de modificación cuyo objetivo es introducir mejoras en el texto del RD 

67/2010, de 29 de enero; en particular, por lo que se refiere al artículo 10, en el que se 

introducen modificaciones relativas al planteamiento y requisitos de las auditorías de 

prevención, a fin de mejorar la aplicabilidad y eficacia de este instrumento de control 

preventivo. A tales efectos, se refuerza la utilización de las auditorías internas, como 

instrumento imprescindible en el proceso de la gestión preventiva, se promueve la utilización 
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de una metodología común de referencia y se concreta el apoyo y el asesoramiento externo 

necesario, a cargo del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, para hacer 

efectiva la mejora continua que predica la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

Se introducen también otras modificaciones, entre las que destacan las medidas que se 

plantean para optimizar los recursos disponibles en materia de vigilancia de la salud; el 

fortalecimiento de la coordinación general de la prevención de riesgos laborales en la 

Administración General del Estado por parte de la Dirección General de la Función Pública; 

la mejora de la integración de la actividad preventiva, a través de la exigencia de un 

seguimiento específico del cumplimiento de los Planes de Prevención por parte de la máxima 

autoridad de los Departamentos y Organismos; el compromiso de poner en marcha un Plan 

integral de Formación, en materia de prevención, que incluya todos los contenidos de 

carácter transversal en esta materia, con el objeto de mejorar la calidad y el impacto de la 

acción formativa; o, finalmente, una mejora en la participación de los trabajadores, a través 

de una clarificación en los mecanismos de consulta, participación y negociación en esta 

materia. 

4. Ley 34/2014, de 26 de diciembre, de medidas en materia de liquidación e ingreso de 

cuotas de la Seguridad Social.- BOE 27 de diciembre de 2014 

Mediante esta ley se procede a establecer un nuevo sistema de liquidación de cuotas 

que sustituirá al tradicional modelo de autoliquidación y que permitirá, según declara la 

Exposición de Motivos, mejorar la gestión liquidatoria y recaudatoria de los recursos del 

sistema, en el marco de los avances tecnológicos en la gestión de la Seguridad Social. 

El nuevo modelo de liquidación de cuotas que se implanta, a efectuar directamente 

por la TGSS, se caracteriza por un cálculo individualizado de la cotización correspondiente a 

cada trabajador, dentro del código de cuenta de cotización en el que figure en alta y 

elaborado en función de la información que ya obra en poder de dicho organismo y de 

aquella otra que ha de ser proporcionada por el sujeto responsable del cumplimiento de la 

obligación de cotizar. 

Los objetivos perseguidos por la Ley son los siguientes: 

a) Simplificar el cumplimiento de la obligación de cotizar, con la consiguiente 

reducción de cargas administrativas, al eliminarse la duplicidad actualmente existente en la 

aportación de datos a la Seguridad Social por los empresarios. En el nuevo sistema de 

liquidación tan solo deberán comunicarse aquellos datos de los que no disponga ya la TGSS 

y que resulten imprescindibles para efectuar aquella. 

b) Reducir costes para la Seguridad Social, al tratarse de un sistema tramitado en su 

totalidad a través de medios electrónicos. 

c) Conseguir una mayor efectividad en el control de aspectos determinantes para la 

correcta gestión liquidatoria y recaudatoria de la Seguridad Social, tales como la aplicación 

de beneficios en la cotización y de compensaciones por el pago de prestaciones de 

incapacidad temporal, así como de otras peculiaridades que inciden en el cálculo de la 

cotización de los trabajadores. 
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d) Lograr una mejora de la calidad de la información utilizada para la liquidación de 

cuotas. 

El nuevo sistema de liquidación directa de cuotas por la TGSS constituye una 

modificación de gran envergadura, al afectar a la práctica totalidad de los procesos asociados 

al cálculo y a la transmisión de la misma, así como al tratamiento y control de la recaudación 

y al seguimiento de los cobros y de la deuda. Por ello, la presente ley procede a su 

implantación de forma progresiva, previendo que su aplicación inicial será simultánea a la 

del actual modelo de autoliquidación de cuotas, hasta la total incorporación de los sujetos 

responsables de su ingreso en aquel; asimismo, pervivirá el sistema de liquidación 

simplificada de cuotas para los supuestos en los que se prevea legalmente. 

-En el artículo primero de la Ley se modifican diversos artículos de la sección tercera 

del capítulo III del título I del texto refundido de la LGSS, en la que se contienen las normas 

generales sobre recaudación en el sistema de la Seguridad Social, introduciendo asimismo un 

nuevo artículo 32 bis en la citada sección tercera. 

-El artículo segundo aborda la reforma de determinados apartados de los artículos 21, 

22, 23, 39 y 50 de la LISOS, relativos todos ellos a infracciones en materia de Seguridad 

Social, tanto a efectos de su adaptación al nuevo sistema de liquidación directa de cuotas 

implantado por esta ley como para tipificar como infracción grave el incumplimiento de la 

obligación empresarial de comunicar a la TGSS el importe de todos los conceptos 

retributivos abonados a los trabajadores, contenida en el artículo 109.3 de la LGSS, y como 

infracción muy grave la ocultación o falseamiento de los hechos determinantes de la 

responsabilidad derivada en el pago de cuotas. 

-El artículo tercero modifica el artículo 19 del texto refundido de las Leyes 116/1969, 

de 30 de diciembre, y 24/1972, de 21 de junio, por el que se regula el Régimen Especial de la 

Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, aprobado por el Decreto 2864/1974, de 30 de 

agosto, al objeto de permitir la aplicación en dicho régimen especial de la obligación 

establecida en el citado artículo 109.3 de la LGSS, dado que este último precepto forma parte 

de su título II, referente al RGSS. 

-La disposición adicional primera hace referencia a las garantías de información en 

materia de cotización, dentro del nuevo sistema de liquidación directa de cuotas, y la 

segunda prevé la elaboración de un estudio sobre el alcance que, en orden a las prestaciones, 

pudiera tener la rectificación de las bases de cotización. 

-En la disposición transitoria única se contempla el mantenimiento del sistema de 

autoliquidación de cuotas hasta que culmine el proceso de implantación gradual del nuevo 

sistema de liquidación directa, en los términos previstos en la disposición final segunda de 

esta ley, que regula las condiciones de implantación del citado sistema de liquidación directa. 

5. Real Decreto 1106/2014, de 26 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo 

interprofesional para 2015.-BOE 27 de diciembre de 2014 

Se procede mediante este RD a establecer las cuantías que deberán regir a partir del 1 

de enero de 2015, tanto para los trabajadores fijos como para los eventuales o temporeros, así 
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como para los empleados de hogar. Las nuevas cuantías representan un incremento del 0,5 

por ciento respecto de las vigentes entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2014. 

El salario mínimo para cualesquiera actividades en la agricultura, en la industria y en 

los servicios, sin distinción de sexo ni edad de los trabajadores, queda fijado en 21,62 

euros/día o 648,60 euros/mes, según que el salario esté fijado por días o por meses. 

6. Ley 35/2014, de 26 de diciembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social en relación con el régimen jurídico de las Mutuas de 

Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social.- BOE 29 

de diciembre de 2014 

Las hasta ahora denominadas Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 

Profesionales de la Seguridad Social pasan a denominarse como Mutuas Colaboradoras con 

la Seguridad Social. 

Esta ley, manteniendo absoluto respeto a su carácter de entidades privadas, tiene por 

finalidad regular en su integridad el régimen jurídico de las Mutuas Colaboradoras con la 

Seguridad Social y de las funciones que desarrollan como entidades asociativas privadas 

colaboradoras en la gestión de la protección pública. 

La ley, según la Exposición de Motivos, moderniza el régimen jurídico de aplicación, 

de dos formas: por un lado, se articulan distintos mecanismos para que la gestión se 

desarrolle con la debida eficacia y eficiencia, y, por otro lado, se confiere mayor relevancia y 

distintas facultades a los destinatarios de la colaboración, los trabajadores por cuenta ajena 

protegidos, las empresas asociadas y los trabajadores por cuenta propia o autónomos. 

La ley modifica para ello la LGSS, porque el régimen jurídico de las Mutuas 

Colaboradoras con la Seguridad Social debe ubicarse junto con las instituciones que integran 

el Sistema. A tal efecto se modifica la Subsección 2.ª de la Sección Cuarta del Capítulo VII 

del Título I, lugar donde se alberga el régimen jurídico de aquellas. 

El apartado Uno del artículo único de la Ley comprende 11 artículos que sustituyen 

en su integridad al articulado de la mencionada Subsección 2.ª. Destacan los siguientes 

aspectos: 

-En primer lugar, se define la naturaleza jurídica de las Mutuas Colaboradoras con la 

Seguridad Social, así como las funciones que las mismas desarrollan en colaboración con el 

Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a quien corresponde su titularidad. Asimismo, se 

detallan las diferentes contingencias o prestaciones que gestionan, en concordancia con el 

artículo 72 de la LGSS, que las distribuye en función de la clase de vínculo con la Mutua, 

convenio de asociación o documento de adhesión. 

-También se aclara que todas las prestaciones y servicios que las Mutuas dispensan 

son prestaciones y servicios de la Seguridad Social y, por tanto, sujetos al régimen jurídico 

de aplicación común. Asimismo, se establece que la prestación de asistencia sanitaria deriva 

de la cobertura de las contingencias profesionales (accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales). Se trata, por tanto, de una prestación contributiva, prevista con tal carácter en 

la LGSS. También se aclara que las Mutuas pueden realizar las actividades preventivas de 
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Seguridad Social a favor de los empresarios asociados y de los trabajadores autónomos 

adheridos que protejan las contingencias profesionales, entre las que se incluyen las 

actividades de asesoramiento a las empresas asociadas al objeto de que adapten sus puestos 

de trabajo y estructuras para la recolocación de los trabajadores que hayan sufrido una 

incapacidad sobrevenida. 

-Se atribuye a la jurisdicción del orden social el conocimiento de las reclamaciones 

que tengan por objeto prestaciones de la Seguridad Social, incluidas las asistenciales, o se 

fundamenten en la gestión de las mismas, como son las de carácter indemnizatorio, 

superando así las incertidumbres existentes. 

-El artículo 71 modifica la regulación de la estructura interna de las Mutuas 

Colaboradoras con la Seguridad Social estableciendo los órganos de gobierno, su 

composición y funciones. Se regula la figura del Presidente y la posición que ocupa dentro 

de la Mutua. En aplicación de un principio de transparencia, se atribuyen a los empresarios 

asociados las facultades de impugnación de acuerdos lesivos o contrarios a derecho, así 

como la exigencia de responsabilidad directa a los miembros de los distintos órganos 

directivos. Se regulan los supuestos que originan la responsabilidad personal y directa, 

atribuyéndose ésta al autor de los actos que incurra en dolo o culpa grave, posponiendo al 

rango de subsidiaria la responsabilidad mancomunada. 

-Se articula la participación de los agentes sociales a través de las Comisiones de 

Control y Seguimiento, a las que se incorpora una representación de las asociaciones 

profesionales de los trabajadores autónomos. 

-Se regulan los aspectos económicos, estableciendo las distintas clases de recursos 

que se transfieren a las Mutuas por la TGSS para su mantenimiento y el ejercicio de sus 

funciones. Estos recursos consisten en cuotas de la Seguridad Social, así como los 

rendimientos y plusvalías que aquellas generan, resultantes de su inversión en los activos 

autorizados 

-Con la finalidad de permitir el aprovechamiento de los centros asistenciales adscritos 

a las Mutuas, se facilita su utilización por los Servicios Públicos de Salud, por las Entidades 

Gestoras y por otras Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social. A tal efecto se establece 

que dichos ingresos generarán crédito en el presupuesto de gastos de la Mutua que preste el 

servicio, en los conceptos correspondientes a los gastos de la misma naturaleza. 

-Se regula el resultado económico y las reservas a constituir con cargo a éste. Se 

establece la obligación de limitar, con un nivel máximo de cobertura, tanto la dotación de la 

Reserva de Estabilización de las Contingencias Profesionales como la correspondiente a la 

Reserva de Estabilización por Cese de Actividad de los trabajadores autónomos y se 

mantiene la limitación existente en la Reserva de Estabilización ahora denominada de 

Contingencias Comunes. 

-Se define el destino del excedente resultante para cada una de las contingencias una 

vez descontadas las reservas correspondientes. Así el 80 por ciento del excedente 

proveniente de contingencias profesionales se destinará al Fondo de Contingencias 

Profesionales de la Seguridad Social, anteriormente denominado Fondo de Prevención y 
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Rehabilitación, situado en la TGSS, y cuyos fondos se aplicarán, entre otras funciones, a 

actividades en investigación, desarrollo e innovación que mejoren las técnicas y tratamientos 

terapéuticos y rehabilitadores para la recuperación de los trabajadores y a incentivar acciones 

en prevención. Del 20 por ciento restante, la mitad debe dirigirse a la Reserva 

complementaria y el otro 10 por ciento a la Reserva de asistencia social. En cuanto al 

excedente por la gestión de las contingencias comunes, éste debe incorporarse íntegramente 

al Fondo de Reserva de la Seguridad Social. 

-Se regulan los supuestos de medidas cautelares, su contenido y efectos, las causas 

que originan la responsabilidad mancomunada de los empresarios asociados y su forma de 

exigirse, así como las causas de disolución y liquidación de las Mutuas y los procedimientos 

correspondientes. 

El apartado Dos del artículo único modifica la disposición adicional undécima de la 

LGSS, que regula las particularidades de la gestión por las Mutuas Colaboradoras con la 

Seguridad Social de la prestación económica por incapacidad temporal derivada de 

contingencias comunes. 

-Se facilita a las Mutuas la facultad de realizar las actividades de control y 

seguimiento desde la baja médica. Se regula la figura de la propuesta de alta médica, 

debidamente fundamentada, estableciéndose un procedimiento de plazos breves. 

-La coordinación entre las Mutuas y los Servicios Públicos de Salud se concretará en 

la articulación de procedimientos de incorporación de la información clínica generada por las 

Mutuas a la historia clínica electrónica de los pacientes atendidos, a los efectos de evitar 

duplicidades y generar sinergias con los Servicios Públicos de Salud. 

-Se preserva la colaboración del Ministerio de Empleo y Seguridad Social con los 

organismos competentes de las Comunidades Autónomas mediante la suscripción de 

convenios que han demostrado ser instrumentos de gran eficacia en la mejora de la gestión y 

del control de la incapacidad temporal. 

La disposición final primera modifica el artículo 32 de la LPRL al objeto de impedir 

que las Mutuas puedan desarrollar, directa o indirectamente, funciones de los Servicios de 

Prevención Ajenos. Las Mutuas deberán desvincularse totalmente de esta actividad y a tal 

efecto, la disposición transitoria tercera regula el plazo para realizar la desinversión en las 

mencionadas sociedades, que vencerá el 31 de marzo de 2015, y la forma de acreditar su 

cumplimiento. 

La disposición final segunda modifica el régimen jurídico del sistema de protección 

de los trabajadores autónomos frente al cese de actividad, regulado en la Ley 32/2010, de 5 

de agosto, por la que se establece un sistema específico de protección por cese de actividad 

de los trabajadores autónomos, destacando lo siguiente: 

-Se suavizan los requisitos y formalidades que en la actualidad se exigen y que 

impiden en la práctica el legítimo disfrute del derecho. 

-Se amplía su ámbito a beneficiarios excluidos del mismo y que sin embargo se 

encuentran en la situación de necesidad. 
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-Se elimina la obligación de proteger las contingencias profesionales para acceder a la 

protección, porque supone una carga económica para el autónomo que no guarda relación 

financiera ni material con el sistema de protección por cese de actividad; serán las normas 

del Régimen Especial correspondiente las que regulen el carácter voluntario u obligatorio de 

la protección frente a las contingencias profesionales según aconsejen las características y 

riesgos de la actividad. 

-Se mantiene el carácter voluntario de acceso al sistema de protección. No obstante, la 

disposición adicional segunda establece que en el plazo de cinco años el Gobierno remitirá al 

Congreso de los Diputados un estudio sobre la evolución de los principales parámetros que 

configuran el sistema de protección para, en función de sus resultados, valorar la 

conveniencia de convertirlo en obligatorio o mantener su carácter voluntario, así como para 

valorar su régimen financiero. 

-Se modifica el sistema de financiación, para dotarlo de seguridad jurídica, 

objetividad y transparencia, y se establece una fórmula matemática que se aplicará para 

adaptar el tipo de cotización según sus necesidades financieras, situándolo entre un mínimo 

del 2,2 por ciento y un máximo del 4 por ciento, que no se podrá rebasar. 

-Se reduce el excesivo nivel de pérdidas que en la actualidad se exige al autónomo 

para incurrir en la situación de necesidad, entre el 20 y el 30 por ciento de los ingresos, para 

situar el requisito en el 10 por ciento. La situación de pérdidas a la que se refiere la letra a) 

1.º) del apartado 1 del artículo 5, se acreditará mediante la entrega de la documentación 

contable, de la forma que se determine reglamentariamente en atención a las distintas 

obligaciones de mantenimiento de registros contables o fiscales de los autónomos, así como 

de las declaraciones del IVA, IRPF y demás documentos preceptivos. 

-Se amplía la cobertura a los autónomos que por las características de su actividad se 

asimilan a los trabajadores económicamente dependientes, pero que carecen de la 

calificación legal por ausencia de las formalidades establecidas al efecto. 

7. Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 

2015.- BOE 30 de diciembre de 2014 

De acuerdo con la Exposición de Motivos, la LPGE para 2015 pretende conseguir tres 

objetivos: garantizar la sostenibilidad financiera de todas las Administraciones Públicas, 

fortalecer la confianza en la estabilidad de la economía español y reforzar el compromiso de 

España con la Unión Europea en materia de estabilidad presupuestaria. En ese marco, se 

consideran objetivos prioritarios reducir el déficit público y el cumplimiento de los 

compromisos de consolidación fiscal con la Unión Europea. 

De conformidad con dichos objetivos declarados, de la regulación de la LPGE para 

2015 destacan los siguientes aspectos: 

1) Título I. El Capítulo III, «De la Seguridad Social», regula la financiación de la 

asistencia sanitaria, a través del Presupuesto del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y de 

las aportaciones del Estado al Instituto de Mayores y Servicios Sociales y al Instituto Social 

de la Marina, así como aquellas que se destinen a la Seguridad Social, para atender la 

financiación de los complementos para mínimos de pensiones. 
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2) Título II, relativo a la «Gestión Presupuestaria». En el Capítulo II relativo a la 

«Gestión presupuestaria de la Sanidad y de los Servicios Sociales», se recogen competencias 

específicas en materia de modificaciones presupuestarias en el ámbito del Instituto Nacional 

de Gestión Sanitaria y del Instituto de Mayores y Servicios Sociales y se incluyen normas 

sobre la aplicación de remanentes de tesorería en el presupuesto del Instituto de Mayores y 

Servicios Sociales. 

3) Título III, «De los gastos de personal». 

El art. 20 define lo que constituye sector público a estos efectos y se establece la 

siguiente regulación: 

-En 2015 las retribuciones del personal al servicio del sector público no podrán 

experimentar incremento respecto de 2014. 

-Las Administraciones, Sociedades y Entidades del Sector Público no podrán realizar 

aportaciones a planes de pensiones de empleo o contratos e seguro colectivos que incluyan la 

cobertura de la contingencia de jubilación. 

- No obstante, siempre que no se produzca incremento de la masa salarial de la 

administración de referencia, pueden: realizar contratos de seguro colectivo que incluyan la 

cobertura de contingencias distintas a la de jubilación; realizar aportaciones a planes de 

pensiones de empleo o contratos de seguro colectivo que incluyan la cobertura de la 

contingencia de jubilación siempre que dichos planes o contratos hubieran sido suscritos con 

anterioridad a 31 de diciembre de 2011. 

- La masa salarial del personal laboral no podrá incrementarse en 2015. Estará 

integrada por las retribuciones salariales y extrasalariales y los gastos de acción social 

devengados por dicho personal e 2014. Se exceptúan las prestaciones e indemnizaciones a la 

Seguridad Social; las cotizaciones a la Seguridad Social a cargo del empleador; las 

indemnizaciones por traslados, suspensiones y despidos; las indemnizaciones o suplidos por 

gastos realizados por el trabajador. 

- Los acuerdos, convenios o pactos que impliquen crecimientos retribuidos deberán 

experimentar la oportuna adecuación y devienen inaplicables las cláusulas que establezcan 

cualquier tipo de incremento. 

El art. 21 se refiere a la oferta de Empleo Público u otro instrumento similar de 

gestión de la provisión de necesidad de personal: 

-No se procederá en el sector público, a excepción de las sociedades mercantiles 

públicas, fundaciones del sector público y consorcios participados mayoritariamente por las 

Administraciones y Organismos Públicos, a la incorporación de nuevo personal, salvo la 

derivada de procesos selectivos correspondientes a Ofertas de Empleo Público de ejercicios 

anteriores. Esta limitación no se aplicará en determinados sectores y administraciones en los 

que se fijará la tasa de reposición hasta un 50 por ciento. 

-No se procederá a la contratación de personal temporal, ni al nombramiento de 

personal estatutario temporal o de funcionarios interinos, salvo casos excepcionales para 
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cubrir necesidades urgentes e inaplazables, restringidos a sectores, funciones y categorías 

profesionales que se consideren prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios 

públicos esenciales. 

4) Título IV, “De las pensiones públicas”. 

-Índice de revalorización de pensiones: Las pensiones abonadas por el sistema de la 

Seguridad Social, así como de Clases Pasivas del Estado, experimentarán en 2015 con 

carácter general un incremento del 0,25 por ciento, en los términos que se indican en los 

artículos correspondientes de esta Ley. 

-Determinación inicial de las pensiones del Régimen de Clases Pasivas del Estado y la 

determinación inicial de las pensiones especiales de guerra. 

-Limitaciones en el señalamiento inicial de las pensiones públicas, estableciendo que 

el importe a percibir como consecuencia del señalamiento inicial de las pensiones públicas 

enumeradas en el artículo 42 de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos 

Generales del Estado para 1989, no podrá superar, durante el año 2015, la cuantía íntegra de 

2.560,88 euros mensuales, sin perjuicio de las pagas extraordinarias que pudieran 

corresponder a su titular, cuya cuantía también estará afectada por el citado límite. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, si el pensionista tuviera derecho a 

percibir menos o más de 14 pagas al año, incluidas las extraordinarias, dicho límite mensual 

deberá ser adecuado, a efectos de que se alcance o no supere la cuantía íntegra anual de 

35.852,32 euros. 

-Revalorización y modificación de los valores de las pensiones públicas (art. 41): Las 

pensiones abonadas por el sistema de la Seguridad Social, en su modalidad contributiva, así 

como las pensiones de Clases Pasivas del Estado, experimentarán en el año 2015 un 

incremento del 0,25 por ciento, de conformidad con lo previsto en el artículo 37 de esta Ley, 

sin perjuicio de las excepciones contenidas en los artículos siguientes de este capítulo y de 

los importes de garantía que figuran en el precedente artículo 39, respecto de las pensiones 

reconocidas al amparo de la legislación especial de la guerra civil. 

-Pensiones no revalorizables (art. 42): En el año 2015 no se revalorizarán las 

pensiones públicas siguientes: 

a) Las pensiones abonadas con cargo a cualquiera de los regímenes o sistemas de 

previsión enumerados en el artículo 42 de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, cuyo importe 

íntegro mensual, sumado, en su caso, al importe íntegro mensual de las otras pensiones 

públicas percibidas por su titular, exceda de 2.560,88 euros íntegros en cómputo mensual. 

Esto no será aplicable a las pensiones extraordinarias del Régimen de Clases Pasivas del 

Estado y del sistema de la Seguridad Social originadas por actos terroristas, ni a las 

pensiones excepcionales derivadas de atentados terroristas. 

b) Las pensiones de Clases Pasivas reconocidas a favor de los Camineros del Estado 

causadas antes del 1 de enero de 1985, con excepción de aquellas cuyo titular sólo percibiera 

esta pensión como tal caminero. 
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c) Las pensiones de las Mutualidades integradas en el Fondo Especial de la 

Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado que, a 31 de diciembre de 2014, 

hubieran ya alcanzado las cuantías correspondientes al 31 de diciembre de 1973. 

-Limitación del importe de la revalorización de las pensiones públicas (art.43): Para el 

año 2015 el importe de la revalorización de las pensiones públicas no podrá suponer un valor 

íntegro anual superior a 35.852,32 euros. 

-Complementos para mínimos (art. 44): 

Reconocimiento de complementos para mínimos en las pensiones de Clases Pasivas: 

Tendrán derecho a percibir los complementos económicos necesarios para alcanzar la cuantía 

mínima los pensionistas de Clases Pasivas del Estado que no perciban, durante 2015, 

ingresos de trabajo o de capital o que, percibiéndolos, no excedan de 7.098,43 euros al año. 

-Determinación inicial y revalorización de las pensiones no contributivas de la 

Seguridad Social. 

-Para el año 2015, la cuantía de las pensiones de jubilación e invalidez del sistema de 

la Seguridad Social, en su modalidad no contributiva, se fijará en 5.136,60 euros íntegros 

anuales. 

-Para el año 2015, se establece un complemento de pensión, fijado en 525,00 euros 

anuales, para el pensionista que acredite fehacientemente carecer de vivienda en propiedad y 

tener, como residencia habitual, una vivienda alquilada al pensionista cuyo propietario no 

tenga con él relación de parentesco hasta tercer grado, ni sea cónyuge o persona con la que 

constituya una unión estable y conviva con análoga relación de afectividad a la conyugal. En 

el caso de unidades familiares en las que convivan varios 

-Pensiones del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez: A partir del 1 de 

enero del año 2015, la cuantía de las pensiones del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e 

Invalidez, no concurrentes con otras pensiones públicas, queda fijada en cómputo anual en 

5.682,60 euros 

5) Título VIII, Cotizaciones sociales: 

-Bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese de 

actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional durante el año 2015 (art. 

103): 

Las bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese 

de actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional, a partir de 1 de enero de 

2015, serán los siguientes: 

1. Topes máximo y mínimo de las bases de cotización a la Seguridad Social: El tope 

máximo de la base de cotización en cada uno de los Regímenes de la Seguridad Social que lo 

tengan establecido, queda fijado, a partir de 1 de enero de 2015, en la cuantía de 3.606,00 

euros mensuales. 
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2. Durante el año 2015, las bases de cotización en los Regímenes de la Seguridad 

Social y respecto de las contingencias que se determinan en este artículo, tendrán como tope 

mínimo las cuantías del salario mínimo interprofesional vigente en cada momento, 

incrementadas en un sexto, salvo disposición expresa en contrario. 

3. Bases y tipos de cotización en el Régimen General de la Seguridad Social: 

a) Las bases mínimas de cotización, según categorías profesionales y grupos de 

cotización, se incrementarán, desde el 1 de enero de 2015 y respecto de las vigentes en 31 de 

diciembre de 2014, en el mismo porcentaje en que aumente el salario mínimo 

interprofesional. 

Las bases mínimas de cotización aplicables a los trabajadores con contrato a tiempo 

parcial se adecuarán en orden a que la cotización en esta modalidad de contratación sea 

equivalente a la cotización a tiempo completo por la misma unidad de tiempo y similares 

retribuciones. 

b) Las bases máximas, cualquiera que sea la categoría profesional y grupo de 

cotización, durante el año 2015, serán de 3.606,00 euros mensuales o de 120,20 euros 

diarios. 

c) Los tipos de cotización en el Régimen General de la Seguridad Social serán, 

durante el año 2015, los siguientes: 

-Para las contingencias comunes el 28,30 por ciento, siendo el 23,60 por ciento a 

cargo de la empresa y el 4,70 por ciento a cargo del trabajador. 

-Para las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se 

aplicarán los porcentajes de la tarifa de primas incluida en la Disposición adicional cuarta de 

la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, 

siendo las primas resultantes a cargo exclusivo de la empresa. 

d) Durante el año 2015, para la cotización adicional por horas extraordinarias se 

aplicarán los siguientes tipos de cotización: 

-Cuando se trate de las horas extraordinarias motivadas por fuerza mayor, el 14,00 por 

ciento, del que el 12,00 por ciento será a cargo de la empresa y el 2,00 por ciento a cargo del 

trabajador. 

-Cuando se trate de las horas extraordinarias no comprendidas en el párrafo anterior, 

el 28,30 por ciento, del que el 23,60 por ciento será a cargo de la empresa y el 4,70 por 

ciento a cargo del trabajador. 

4. Se regula igualmente la base máxima de cotización por contingencias comunes 

aplicable a los representantes de comercio, artistas, profesionales taurinos. 

5. Cotización en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios 

establecido en el Régimen General de la Seguridad Social: 
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a) Las bases mínimas de cotización, según categorías profesionales y grupos de 

cotización, se incrementarán, desde el 1 de enero de 2015 y respecto de las vigentes en 31 de 

diciembre de 2014, en el mismo porcentaje en que aumente el salario mínimo 

interprofesional. 

b) Las bases máximas, cualquiera que sea la categoría profesional y grupo de 

cotización, durante el año 2015, serán de 3.063,30 euros mensuales. 

c) Durante el año 2015, el importe de la base mensual de cotización de los 

trabajadores agrarios por cuenta ajena incluidos en este Sistema Especial será, durante los 

períodos de inactividad dentro del mes natural, el establecido para la base mínima por 

contingencias comunes correspondiente al grupo 7 de la escala de grupos de cotización del 

Régimen General de la Seguridad Social. A estos efectos, se entenderá que existen períodos 

de inactividad dentro de un mes natural cuando el número de jornadas reales realizadas 

durante el mismo sea inferior al 76,67 por ciento de los días naturales en que el trabajador 

figure de alta en el Sistema Especial en dicho mes. 

6. Cotización en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o 

Autónomos: 

a) La base máxima de cotización será de 3.606,00 euros mensuales. La base mínima 

de cotización será de 884,40 euros mensuales. 

b) La base de cotización de los trabajadores autónomos que, a 1 de enero de 2015, 

tengan una edad inferior a 47 años, será la elegida por ellos dentro de las bases máxima y 

mínima fijadas en el apartado anterior. Igual elección podrán efectuar aquellos trabajadores 

autónomos que en esa fecha tengan una edad de 47 años y su base de cotización en el mes de 

diciembre de 2014 haya sido igual o superior a 1.926,60 euros mensuales, o que causen alta 

en este Régimen Especial con posterioridad a la citada fecha. 

Los trabajadores autónomos que a 1 de enero de 2015 tengan 47 años de edad, si su 

base de cotización fuera inferior a 1.926,60 euros mensuales, no podrán elegir una base de 

cuantía superior a 1.945,80 euros mensuales, salvo que ejerciten su opción en tal sentido 

antes del 30 de junio de 2015, lo que producirá efectos a partir de 1 de julio del mismo año, o 

que se trate del cónyuge supérstite del titular del negocio que, como consecuencia del 

fallecimiento de éste, haya tenido que ponerse al frente del mismo y darse de alta en este 

Régimen Especial con 47 años de edad, en cuyo caso no existirá esta limitación. 

La base de cotización de los trabajadores autónomos que, a 1 de enero de 2015, 

tuvieran 48 o más años cumplidos, estará comprendida entre las cuantías de 953,70 y 

1.945,80 euros mensuales, salvo que se trate del cónyuge supérstite del titular del negocio 

que, como consecuencia del fallecimiento de éste, haya tenido que ponerse al frente del 

mismo y darse de alta en este Régimen Especial con 45 o más años de edad, en cuyo caso, la 

elección de bases estará comprendida entre las cuantías de 884,40 y 1.945,80 euros 

mensuales. 

No obstante, los trabajadores autónomos que con anterioridad a los 50 años hubieran 

cotizado en cualquiera de los Regímenes del sistema de la Seguridad Social por espacio de 

cinco o más años, se regirán por las siguientes reglas: 
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a) Si la última base de cotización acreditada hubiera sido igual o inferior a 1.926,60 

euros mensuales, habrán de cotizar por una base comprendida entre 884,40 euros mensuales 

y 1.945,80 euros mensuales. 

b) Si la última base de cotización acreditada hubiera sido superior a 1.926,60 euros 

mensuales, habrán de cotizar por una base comprendida entre 884,40 euros mensuales y el 

importe de aquélla, incrementado en un 0,25 por ciento, pudiendo optar, en caso de no 

alcanzarse, por una base de hasta 1.945,80 euros mensuales. 

7. Base de cotización a la Seguridad Social durante la percepción de la prestación por 

desempleo de nivel contributivo y durante la percepción de la prestación por cese de 

actividad de los trabajadores autónomos: 

a) La base de cotización para Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y Formación 

Profesional en todos los Regímenes de la Seguridad Social que tengan cubiertas las mismas, 

será la correspondiente a las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales 

b) A partir de 1 de enero de 2015, los tipos de cotización serán los siguientes: 

-Para la contingencia de desempleo: 

Contratación indefinida, incluidos los contratos indefinidos a tiempo parcial y fijos 

discontinuos, así como la contratación de duración determinada en las modalidades de 

contratos formativos en prácticas y para la formación y el aprendizaje, de relevo, interinidad 

y contratos, cualquiera que sea la modalidad utilizada, realizados con trabajadores 

discapacitados: el 7,05 por ciento, del que el 5,50 por ciento será a cargo del empresario y el 

1,55 por ciento a cargo del trabajador. 

Contratación de duración determinada a tiempo completo: el 8,30 por ciento, del que 

el 6,70 por ciento será a cargo del empresario y el 1,60 por ciento a cargo del trabajador. 

Contratación de duración determinada a tiempo parcial: el 8,30 por ciento, del que el 

6,70 por ciento será a cargo del empresario y el 1,60 por ciento a cargo del trabajador. 

B) 

-Para la cotización al Fondo de Garantía Salarial, el 0,20 por ciento a cargo exclusivo 

de la empresa. El tipo aplicable para la cotización al Fondo de Garantía Salarial en el Sistema 

Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios establecido en el Régimen General de 

la Seguridad Social será el 0,10 por ciento, que será a cargo exclusivo de la empresa. 

-Para la cotización por Formación Profesional, el 0,70 por ciento, siendo el 0,60 por 

ciento a cargo de la empresa y el 0,10 por ciento a cargo del trabajador. El tipo aplicable para 

la cotización por Formación Profesional en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta 

Ajena Agrarios establecido en el Régimen General de la Seguridad Social será el 0,18 por 

ciento, del que el 0,15 por ciento será a cargo de la empresa, y el 0,03 por ciento a cargo del 

trabajador. 
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-Para la protección por cese de actividad el tipo será del 2,20 por ciento. 

6) Fondo de Reserva de la Seguridad Social. 

La Disp. Adic. 10ª establece un régimen excepcional de disposición de los activos del 

Fondo de Reserva de la Seguridad Social: Durante los ejercicios 2015 y 2016 no resultará de 

aplicación el límite del 3 por ciento fijado con carácter general en la Ley 28/2003, reguladora 

del Fondo de Reserva de la Seguridad Social. Se autoriza la disposición del Fondo de 

Reserva hasta un determinado límite fijado en esta Ley. El importe de esta disposición del 

Fondo de Reserva de la Seguridad Social se destinará al pago de las obligaciones relativas a 

las pensiones de carácter contributivo y demás gastos necesarios para su gestión. 

7) La Disp. Adic. 12ª regula la recuperación de la paga extraordinaria y adicional del 

mes de diciembre de 2012. 

8) Contratación de personal de las sociedades mercantiles públicas en 2015. 

En virtud de las Disps. Adics. 15ª, 16ª y 17ª, y con el objetivo declarado de 

profundizar en el proceso de consolidación fiscal, las sociedades mercantiles públicas, 

fundaciones del sector público y consorcios participados mayoritariamente por 

Administraciones y Organismos del Sector Público, no podrán proceder a la contratación de 

nuevo personal. Excepcionalmente para casos excepcionales y para cubrir necesidades 

urgentes e inaplazables se podrán realizar contrataciones temporales. 

Esta limitación no será de aplicación cuando se trate de contratación de personal, 

funcionario o laboral, con una relación preexistente de carácter fija e indefinida en el sector 

público estatal, autonómico o local en el que, respectivamente esté incluida la 

correspondiente sociedad mercantil, fundación o consorcio. 

Además, las sociedades mercantiles públicas que hayan tenido beneficios en los 

últimos tres ejercicios podrán realizar contratos indefinidos con un límite del 50 por ciento 

de su tasa de reposición. En el caso de las sociedades mercantiles estatales, la contratación 

indefinida de personal requerirá, en todo caso, informe favorable del Ministerio de Hacienda 

y Administraciones Públicas y del accionista mayoritario. 

9) La Disp. Adic. Vigésima establece limitaciones a las retribuciones de los cargos 

directivos y restante personal de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 

Profesionales de la Seguridad Social y de sus centros mancomunados. 

10) Extensión al Régimen de Clases Pasivas del Estado de la regulación establecida 

en el apartado 2 del artículo 163 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social 

(Disp. Adic. Vigésima Quinta). 

A las pensiones del Régimen de Clases Pasivas del Estado que se causen a partir de 1 

de enero de 2015, les será aplicable lo establecido en el apartado 2 del artículo 163 LGSS, 

relativo al acceso a la jubilación a una edad superior a la que sea legalmente aplicable. Se 

trata, así, de homogeneizar las normas aplicables a ambos regímenes en relación con el 

cálculo de la pensión de jubilación en los supuestos de prolongación del servicio actvo. 
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11) Prestaciones familiares de la Seguridad Social (Disp. Adic. Vigésima sexta). 

A partir de 1 de enero de 2015, la cuantía de las prestaciones familiares de la 

Seguridad Social, en su modalidad no contributiva, así como el importe del límite de 

ingresos para el acceso a las mismas, regulados en la LGSS, será, con carácter general, en 

cómputo anual de 291 euros, regulándose de forma específica las cuantías relativas a los 

supuestos de hijo o menor acogido con discapacidad. No se produce, pues, variación en la 

cuantía respecto al ejercicio anterior. 

12) La Disp. Adic. Vigésima séptima regula los subsidios económicos contemplados 

en el texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 

inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, y 

pensiones asistenciales: Subsidio de garantía de ingresos mínimos, 149,86 euros/mes; 

Subsidio por ayuda de tercera persona, 58,45 euros/mes; Subsidio de movilidad y 

compensación por gastos de transporte 63,10 euros/mes. 

Por otro lado, las pensiones asistenciales reconocidas en virtud de lo dispuesto en la 

Ley 45/1960, de 21 de julio de 1960 y en el Real Decreto 2620/1981, de 24 de julio, se 

fijarán en la cuantía de 149,86 euros íntegros mensuales, abonándose dos pagas 

extraordinarias del mismo importe que se devengarán en los meses de junio y diciembre. 

Las pensiones asistenciales serán objeto de revisión periódica, a fin de comprobar que 

los beneficiarios mantienen los requisitos exigidos para su reconocimiento y, en caso 

contrario, declarar la extinción del derecho y exigir el reintegro de las cantidades 

indebidamente percibidas. 

13) La Disp. Adic. Vigésima novena lleva a cabo el aplazamiento de la aplicación de 

la Disposición adicional trigésima de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, 

adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social. 

Se refiere esta Disposición a la pensión de viudedad a favor de pensionistas con 65 o 

más años que no perciban otra pensión pública. La Ley 27/2011 había establecido que la 

cuantía de la pensión equivaldría al resultado de aplicar sobre la base reguladora el 60 por 

ciento. Su aplicación sería progresiva y homogénea en un plazo de 8 años, a partir de 1 de 

enero de 2012, habiéndose aplazado nuevamente dicha aplicación en virtud de esta Ley. 

14) Incremento para el año 2015 de las prestaciones de gran invalidez del Régimen 

Especial de la Seguridad Social de las Fuerzas Armadas (Disp. Adic. Trigésima). 

Las prestaciones de gran invalidez del Régimen Especial de la Seguridad Social de las 

Fuerzas Armadas, causadas hasta el 31 de diciembre de 2014, experimentarán en 2015 un 

incremento del 0,25 por ciento. 

15) Fondo de Cohesión Sanitaria (Disp. Adic. Sexagésima novena) 

Se suspende la aplicación de los apartados a, b, c y d del artículo 2.1 del Real Decreto 

1207/2006, de 20 de octubre, por el que se regula el Fondo de Cohesión Sanitaria. 



Revista de Derecho de la Seguridad Social. LABORUM nº2 

230 

A partir del 1 de enero de 2015, el importe de los gastos por la asistencia sanitaria 

prestada a pacientes residentes en España derivados entre Comunidades Autónomas e 

Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y a asegurados desplazados a España en estancia 

temporal, con derecho a asistencia a cargo de otro Estado, prestada al amparo de la 

normativa internacional en esta materia, contemplada en el artículo 2.1.a), b), c) y d) del Real 

Decreto 1207/2006, de 20 de octubre, así como los relativos a la asistencia sanitaria cubierta 

por el Fondo de Garantía Asistencial creado por el artículo 3 del Real Decreto-ley 16/2012, 

de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de 

Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones, se satisfará en base a la 

compensación de los saldos positivos o negativos resultantes de las liquidaciones realizadas 

por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y el Ministerio de Empleo y 

Seguridad Social, a través del Instituto Nacional de la Seguridad Social, relativos a cada 

Comunidad Autónoma e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria tomando como período de 

referencia la actividad realizada en el año anterior. 

16) Suspensión de la aplicación de determinados preceptos de la Ley 39/2006, de 14 

de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación 

de dependencia (Disp. Adic. Septuagésima tercera). 

Durante 2015 se suspende nuevamente la aplicación del artículo 7.2, del artículo 

8.2.a), del artículo 10, del artículo 32.3, párrafo primero y de la Disposición transitoria 

primera de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y 

Atención a las personas en situación de dependencia, es decir la aplicación del nivel de 

protección acordado entre la Administración General del Estado y la Administración de cada 

una de las Comunidades Autónomas. 

17) Determinación del indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) para 

2015 (Disp. Adic. Octogésima cuarta). 

Se mantienen para 2015 las mismas cuantías que para el año 2014: 

a) El IPREM diario, 17,75 euros. 

b) El IPREM mensual, 532,51 euros. 

c) El IPREM anual, 6.390,13 euros. 

d) En los supuestos en que la referencia al salario mínimo interprofesional ha 

sido sustituida por la referencia al IPREM en aplicación de lo establecido en 

el Real Decreto-ley 3/2004, de 25 de junio, la cuantía anual del IPREM será 

de 7.455,14 euros cuando las correspondientes normas se refieran al salario 

mínimo interprofesional en cómputo anual, salvo que expresamente 

excluyeran las pagas extraordinarias; en este caso, la cuantía será de 

6.390,13 euros. 

18) Reducción en la cotización a la Seguridad Social en los supuestos de cambio de 

puesto de trabajo por riesgo durante el embarazo o durante la lactancia natural, así como en 

los supuestos de enfermedad profesional (Disp. Adic. Octogésima quinta). 

Se mantiene en los mismos términos de ejercicios anteriores la reducción del 50 por 

ciento en la cotización empresarial en supuestos en que, por razón de riesgo durante el 



Crónica legislativa de Seguridad Social y materias conexas 

231 

embarazo o riesgo durante la lactancia natural, la trabajadora, en virtud de lo previsto en el 

art. 26 LPRL, sea destinada a un puesto de trabajo o función diferente y compatible con su 

estado y en aquellos casos en que, por razón de enfermedad profesional, se produzca un 

cambio de puesto de trabajo en la misma empresa o el desempeño, en otra distinta, de un 

puesto de trabajo compatible con el estado del trabajador. 

19) Reducción de cotizaciones en las personas que prestan servicios en el hogar 

familiar (Disp. Adic. Octogésima sexta). 

Se prorrogan durante el ejercicio 2015 los beneficios en la cotización a la Seguridad 

Social reconocidos en la Disposición transitoria única de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, 

sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social. 

20) Medidas de apoyo a la prolongación del periodo de actividad de los trabajadores 

con contratos fijos discontinuos en los sectores de turismo, comercio vinculado al mismo y 

hostelería (Disp. Adic. Octogésima séptima). 

Las empresas, excluidas las pertenecientes al sector público, dedicadas a actividades 

encuadradas en los sectores de turismo, comercio vinculado al mismo y hostelería que 

generen actividad productiva en los meses de marzo y de noviembre de cada año y que 

inicien y/o mantengan en alta durante dichos meses la ocupación de los trabajadores con 

contratos de carácter fijo discontinuo, podrán aplicar una bonificación en dichos meses del 

50 por ciento de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, 

así como por los conceptos de recaudación conjunta de Desempleo, FOGASA y Formación 

Profesional de dichos trabajadores. 

21) Gestión de las acciones, medidas y programas establecidos en la letra h) del 

artículo 13 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo (Disp. Adic. Octogésima 

octava). 

El Servicio Público de Empleo Estatal, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 13.h) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, realizará la gestión de las 

acciones, medidas y programas financiados con cargo a la reserva de crédito de su 

presupuesto de gastos, para financiar las siguientes actuaciones: 

a) Acciones y medidas cuya ejecución afecte a un ámbito geográfico superior al 

de una Comunidad Autónoma, cuando éstas exijan la movilidad geográfica 

de las personas desempleadas o trabajadoras participantes en las mismas a 

otra Comunidad Autónoma distinta a la suya, o a otro país y precisen de una 

coordinación unificada. 

b) Acciones y medidas dirigidas tanto a las personas demandantes de empleo 

como a las personas ocupadas, para la mejora de su ocupación mediante la 

colaboración del Servicio Público de Empleo Estatal con órganos de la 

Administración General del Estado o sus organismos autónomos, para la 

realización de acciones formativas, entre otras aquellas, que tengan como 

objetivo la generación de empleo de calidad y la mejora de oportunidades de 

las personas trabajadoras, en particular cuando se desarrollen en el marco de 

planes, estrategias o programas de ámbito estatal, y ejecución de obras y 
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servicios de interés general y social relativas a competencias exclusivas del 

Estado. 

c) Acciones y medidas de intermediación y políticas activas de empleo cuyo 

objetivo sea la integración laboral de trabajadores inmigrantes, realizadas en 

sus países de origen, facilitando la ordenación de los flujos migratorios. 

d) Programas que se establezcan con carácter excepcional y duración 

determinada cuya ejecución afecte a todo el territorio nacional, siendo 

imprescindible su gestión centralizada a los efectos de garantizar la 

efectividad de las mismas, así como idénticas posibilidades de obtención y 

disfrute a todos los potenciales beneficiarios. 

22) Financiación de la formación profesional para el empleo (Disp. Adic.Octogésima 

novena). 

Sin perjuicio de otras fuentes de financiación, los fondos provenientes de la cuota de 

formación profesional se destinarán a financiar el subsistema de formación profesional para 

el empleo regulado por el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, incluyendo los programas 

públicos de empleo y formación establecidos en su artículo 28, todo ello con el objeto de 

impulsar y extender entre las empresas y los trabajadores ocupados y desempleados una 

formación que responda a sus necesidades y contribuya al desarrollo de una economía basada 

en el conocimiento. Se regula en esta Disposición el régimen aplicable a esta financiación. 

Además, las empresas que cotizan por la contingencia de formación profesional 

dispondrán de un crédito para la formación de sus trabajadores de acuerdo con lo establecido 

en el Capítulo II del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el 

subsistema de formación profesional para el empleo, que resultará de aplicar a la cuantía 

ingresada por la empresa en concepto de formación profesional durante el año 2014 el 

porcentaje de bonificación que, en función del tamaño de las empresas, se establece a 

continuación: 

a) Empresas de 6 a 9 trabajadores: 100 por ciento. 

b) De 10 a 49 trabajadores: 75 por ciento. 

c) De 50 a 249 trabajadores: 60 por ciento. 

d) De 250 o más trabajadores: 50 por ciento. 

Las empresas de 1 a 5 trabajadores dispondrán de un crédito de bonificación por 

empresa de 420 euros, en lugar de un porcentaje. Asimismo, podrán beneficiarse de un 

crédito de formación, en los términos establecidos en la citada normativa, las empresas que 

durante el año 2015 abran nuevos centros de trabajo, así como las empresas de nueva 

creación, cuando incorporen a su plantilla nuevos trabajadores. En estos supuestos las 

empresas dispondrán de un crédito de bonificaciones cuyo importe resultará de aplicar al 

número de trabajadores de nueva incorporación la cuantía de 65 euros. 

Las empresas que durante el año 2015 concedan permisos individuales de formación a 

sus trabajadores dispondrán de un crédito de bonificaciones para formación adicional al 

crédito anual que les correspondería de conformidad con lo establecido en el párrafo primero 

de este apartado, por el importe que resulte de aplicar los criterios determinados por Orden 

del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. El crédito adicional asignado al conjunto de las 



Crónica legislativa de Seguridad Social y materias conexas 

233 

empresas que concedan los citados permisos no podrá superar el 5 por ciento del crédito 

establecido en el presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal para la financiación de 

las bonificaciones en las cotizaciones de la Seguridad Social por formación profesional para 

el empleo. 

23) Aplazamiento de la aplicación de la Disposición adicional vigésima octava de la 

Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de 

Seguridad Social (Disp. Adic. Nonagésima). 

Se aplaza la aplicación de lo establecido en la Disposición adicional vigésima octava 

de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del 

sistema de Seguridad Social, que preveía la presentación de un proyecto de ley para el 

cómputo, a efectos de Seguridad Social, del período de servicio militar obligatorio o de 

prestación social sustitutoria (para compensar la interrupción de la carreras de cotización que 

se produjo). 

24) Integración de los Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 

Muebles en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 

Propia o Autónomos (Disp. Adic. Nonagésima primera). 

Los miembros del Cuerpo de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 

Muebles, así como los del Cuerpo de Aspirantes, que ingresen en tales Cuerpos a partir de 1 

de enero de 2015, quedarán integrados en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. 

Dicha integración se producirá en los términos y condiciones establecidos en dicho 

Régimen Especial. 

25) La Disp. Derogatoria Única lleva a cabo la derogación de la Disposición adicional 

quincuagésima octava de la LGSS, que preveía la ampliación de la cobertura por Accidentes 

de Trabajo y Enfermedades Profesionales a todos los Regímenes de la Seguridad Social 

respecto de los trabajadores que causasen alta a partir de 1 de enero de 2013. La aplicación 

de esta Disposición fue aplazada por la LGPE para 2013 y para 2014 y finalmente se deroga. 

26) Modificación del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril (Disp. Final Primera). 

Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida se modifica el texto 

refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

670/1987, de 30 de abril, en los siguientes términos: 

-El artículo 9 del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado queda 

redactado como sigue: «Artículo 9. Derecho de opción por razón de incompatibilidad. En los 

casos en que asista a una persona derecho al cobro de más de una prestación de Clases 

Pasivas o de éstas con otra prestación del sistema público de protección social que, de 

acuerdo con las normas de este texto o con la legislación vigente en cada momento, sean 

incompatibles en su percibo simultáneo o en el de que, estando en el disfrute de una 

prestación, adquiriese derecho a otra u otras incompatibles con ella, el interesado podrá 

ejercer el derecho de opción por el cobro de la prestación que estime más conveniente.» 
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-Se suprime el último párrafo del apartado cuarto del artículo 38 del texto refundido 

de la Ley de Clases Pasivas del Estado. 

-Se modifica el apartado 2 del artículo 43 del texto refundido de la Ley de Clases 

Pasivas del Estado, que queda redactado en los siguientes términos: «2. Lo establecido en los 

números 4 y 5 del precedente artículo 33 será de aplicación igualmente en los supuestos de 

orfandad.» 

27) Modificación del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio (Disp. Final Tercera). 

Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se añaden dos nuevos 

párrafos a la letra a) de la regla tercera del apartado 1 de la disposición adicional séptima de 

la LGSS, que pasa a tener la siguiente redacción: 

«a) La base reguladora de las prestaciones de jubilación e incapacidad permanente se 

calculará conforme a la regla general. Para las prestaciones por maternidad y por paternidad, 

la base reguladora diaria será el resultado de dividir la suma de las bases de cotización 

acreditadas en la empresa durante el año anterior a la fecha del hecho causante entre 365. 

Para la prestación por incapacidad temporal, la base reguladora diaria será el resultado de 

dividir la suma de las bases de cotización a tiempo parcial acreditadas desde la última alta 

laboral, con un máximo de tres meses inmediatamente anteriores al del hecho causante, entre 

el número de días naturales comprendidos en el periodo. La prestación económica se abonará 

durante todos los días naturales en que el interesado se encuentre en la situación de 

incapacidad temporal.» 

28) Modificación de la Ley 9/2009, de 6 de octubre, de ampliación de la duración del 

permiso de paternidad en los casos de nacimiento, adopción o acogida (Disp. Final Décima). 

Se da nueva redacción a la disposición final segunda de la Ley 9/2009, de 6 de 

octubre, de ampliación de la duración del permiso de paternidad en los casos de nacimiento, 

adopción o acogida, para establecer su entrada en vigor a partir del 1 de enero de 2016. 

29) Modificación de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación 

y modernización del sistema de Seguridad Social (Disp. Final Décima sexta). 

Se modifica la Disposición final décima de la Ley 27/2011, para establecer su entrada 

en vigor el 1 de enero de 2016. Dicha Disposición modifica la Ley 20/2007, del Estatuto del 

Trabajo Autónomo, estableciendo que la actividad autónoma o por cuenta propia podrá 

realizarse a tiempo completo o a tiempo parcial. Estos últimos estarán incluidos en el 

Régimen de la Seguridad Social de Trabajadores Autónomos y se prevé que la Ley podrá 

establecer un sistema de cotización a tiempo parcial para los trabajadores autónomos, para 

determinadas actividades o colectivos y durante determinados periodos de su vida laboral. En 

su defecto, se aplicará la disposición adicional séptima de la LGSS sobre normas aplicables a 

los trabajadores contratados a tiempo parcial. 
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8. Real Decreto 1103/2014, de 26 de diciembre, sobre revalorización y complementos de 

pensiones para el año 2015 y otras normas en materia de Clases Pasivas.- BOE 31 de 

diciembre de 2014 

Mediante este RD se desarrollan, en materia de Clases Pasivas, las previsiones 

contempladas en la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 

para el año 2015 (dentro de su título IV y disposiciones concordantes), estableciendo la 

revalorización de las pensiones en un 0,25 por ciento, cualquiera que sea su legislación 

reguladora, salvo las excepciones legalmente previstas en la referida ley. Asimismo, se fijan 

en este RD las reglas y el procedimiento para efectuar la revalorización y el sistema de 

concesión de complementos económicos para las pensiones mínimas. 

Debido a sus especiales características, en un capítulo independiente se establece la 

revalorización de las pensiones de Clases Pasivas reconocidas al amparo de los reglamentos 

de la Unión Europea. 

Por otro lado, se armonizan con la Seguridad Social los requisitos para la acreditación 

de la vivencia exigidos a los pensionistas de Clases Pasivas residentes en el extranjero. 

Asimismo, a fin de agilizar el procedimiento de reintegro de percepciones indebidas, se 

modifican determinados preceptos del Real Decreto 1134/1997, de 11 de julio, por el que se 

regula el procedimiento de reintegro de percepciones indebidas y otras normas en materia de 

clases pasivas. 

9. Real Decreto 1107/2014, de 26 de diciembre, sobre revalorización de las pensiones del 

sistema de la Seguridad Social y de otras prestaciones sociales públicas para el ejercicio 

2015.- BOE 31 de diciembre de 2014 

De acuerdo con las previsiones legales de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de 

Presupuestos Generales del Estado para el año 2015 (dentro de su título IV), este RD 

establece una revalorización general de las pensiones de la Seguridad Social, incluido el 

límite máximo de percepción de pensiones públicas, del 0,25 por ciento. 

Igualmente, se fija una revalorización del 0,25 por ciento de las cuantías mínimas de 

las pensiones del sistema de la Seguridad Social en su modalidad contributiva, de las 

pensiones no contributivas de dicho sistema, así como de las pensiones no concurrentes del 

extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez. Asimismo, se actualizan las cuantías de 

las asignaciones a favor de hijos con discapacidad con 18 o más años. 

El importe de la pensión, una vez revalorizada, estará limitado a la cantidad de 

2.560,88 euros, entendiendo esta cantidad referida al importe de una mensualidad ordinaria, 

sin perjuicio de las pagas extraordinarias que pudieran corresponder. Dicho límite mensual 

será objeto de adecuación en aquellos supuestos en que el pensionista tenga derecho o no a 

percibir 14 pagas al año, comprendidas en uno u otro caso, las pagas extraordinarias, a los 

efectos de que la cuantía no supere o pueda alcanzar, respectivamente, 35.852,32 euros, en 

cómputo anual. 

Las pensiones que excedan de 2.560,88 euros mensuales no se revalorizarán, salvo lo 

señalado en el apartado 2. 
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La revalorización de las pensiones de gran invalidez se efectuará aplicando las reglas 

previstas en el apartado 1 de manera separada a la pensión y al complemento. A los efectos 

del límite máximo señalado en el apartado 2, se computará únicamente la pensión sin 

complemento. 

Se regulan también los complementos por mínimos de las pensiones contributivas, 

que se causarán cuando la suma, en cómputo anual, de los rendimientos referidos en el 

apartado anterior y los correspondientes a la pensión resulte inferior a la suma de 7.098,43 

euros más el importe, también en cómputo anual, de la cuantía mínima fijada para la clase de 

pensión de que se trate. Se establecen, además, los complementos por mínimos en función de 

las diferentes modalidades de convivencia y dependencia económica. 

Se establece la revalorización de las pensiones reconocidas en aplicación de normas 

internacionales, a la cual será de aplicación, respecto de la pensión teórica, el límite máximo 

y el complemento por mínimos. 

Para las pensiones reconocidas al amparo de los Reglamentos Comunitarios de 

Seguridad Social, será de aplicación lo previsto en el artículo 50 del Reglamento (CEE) n.º 

1408/1971 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la aplicación de los regímenes de 

Seguridad Social a los trabajadores por cuenta ajena, a los trabajadores por cuenta propia y a 

los miembros de sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad, y en el artículo 58 

del Reglamento (CE) n.º 883/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 

2004, sobre la coordinación de los sistemas de Seguridad Social. 

Se regula finalmente la financiación de la revalorización de las pensiones, y su 

gestión y reconocimiento del derecho a la revalorización. 

La revalorización de las pensiones de la Seguridad Social en su modalidad no 

contributiva se lleva a cabo fijando para el año 2015, la cuantía de las pensiones de 

jubilación e invalidez, en su modalidad no contributiva, en 5.136,60 euros íntegros anuales. 

Para el año 2015, tendrá un importe de 525,00 euros anuales el complemento de pensión 

establecido en favor del pensionista que acredite fehacientemente carecer de vivienda en 

propiedad y tener, como residencia habitual, una vivienda alquilada al pensionista cuyo 

propietario no tenga con él relación de parentesco hasta tercer grado ni sea cónyuge o 

persona con la que constituya una unión estable y conviva con análoga relación de 

afectividad a la conyugal. En el caso de unidades familiares en las que convivan varios 

perceptores de pensiones no contributivas, solo podrá percibir el complemento el titular del 

contrato de alquiler o, de ser varios, el primero de ellos. 

En la Disposición adicional primera se regula la revalorización de las pensiones 

derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 

Por último, la Disposición adicional quinta regula las prestaciones familiares de la 

Seguridad Social, conforme a lo dispuesto en la disposición adicional vigésima sexta de la 

Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de PGE para 2015. 


